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Panamá, I I de agosto de 2023
Nota C-l l6 -23

Licenciada
Tayra lvonne Barsallo
Directora General de la
Autoridad Nacional De Aduanas
Ciudad.

Señora Directora General :

Con fundamento en nuestras atribuciones constitucionales y legales' en especial como

asesores de los funcionarios de la Administración Pública" olrecemos respuesta a su nota

No.0I8-2023-ANA-CD-DG de l8 de julio de 2023. mediante la cual solicita a este

Despacho. una orientación relacionada con la obligación o no por parte del Comité

Disciplinario y/o la Oficina lnstitucional de Recursos Humanos de la Autoridad Nacional

de Aduanas. de compartir infomación relacionada a los procesos disciplinarios que se

adelantan en dicha Autoridad. Veamos:

"En virtud de solicitud recibída el día de ayer l7 de.iulio de 2023, del
señor ENRIQIJE MONTENEGRO, Secretario General de la
Asociación Nacional de Funcionarios de Aduanas (ANFA). en la cuol

.fundamentándose en los artículos 12 y 13 de la Constitución Nacional

de Ia República de Panamá, solicita Ia siSuiente información a la
Direclora General:

l) Procesos disciplinarios que se adelanlan o
lramilan a la Jecha, tanlo en la Dirección Nacional de.

Recursos Humanos, así como en el COMITE
DISCIPLINARIO de esta AUTORIDAD, contra
Funcionarios Públicos de la AUTORIDAD NACIONAL
DE ADUANAS: y
2) El eslatus cle los citados Procesos

Disciplinarios, su naluraleza o causa, y si los mismos se

encuenlran pendientes de correr en lraslados a los

Funcionarios afectados o si ya se ha librado decisión
sohre el particular.

Esta solicitud la reclizamos en nueslra condición de
represenlanles nalurales de k¡s Funcionqrios o

Servidores Públicos de esta entidad pública, y poder
determinar si esta Asociación en su calidad de enle

Ref.: Solicitud de información relacionada a orocesos discinlinarios de la
Autoridad Nacional de Aduanas.



Nota C-l l6-23
Pá9. 2

reivindicativo de los derechos de los Funcionaríos
Públicos, puede coadyuvar en la defensa de sus intereses
o asumir la misma.

..,.Por tanto, agradecemos nos pudiesen informar si el Comité
Disciplinario y/o la OJicina lnslilucional de Recursos Humanos se

encuentro en la obligación de compdrtir lq infirmación solicitada por
el señor ENNQUE MONTENEGRO,"

En este sentido, este Despacho es del criterio que. las norrnas que forman parte del
ordenamiento jurídico panameño, componen un sistema jurídico basado en el principio de
jerarquía de las normas; por lo tanto. aquellas norrnas de rango inferior, no pueden

contrariar o rebasar lo establecido en las normas de rango superior a[ estar supeditadas a

éstas. es por ello que la obligación o no por pafe del Comité Disciplinario y/o la Oficina
Institucional de Recursos Humanos de la Autoridad Nacional de Aduanas. de compartir
inlormación relacionada a los procesos disciplinarios que se adelantan en dicha Autoridad,
deberá estar sujeta a este principio.

l'undamento Jurídico de la Procuraduría dc la Administracién.

Un aspecto de esencial importancia al que debemos hacer referencia en primer lugar, lo
constituye, el principio cardinal de legalidad que debe regir la actuación en la
administración pública. el cual se encuentra regulado tanto a nivel constitucional como
legal. Veamos:

A. Marco Constitucional.'

"Attículo 18. Los particulares sób son responsables ante las
autoridades por infracción de la Constitución o de la Ley. Los
servidores públicos los son por esas mismas causas y también por
extralimitación de funciones o por omisión en el ejercicio de éslas. "

B. Marco legal, artículo 3.1 dc la Ley No.38 de 3l de julio de 2000:

I. Del principio de Legalidad dentro de nuestro ordenamiento positivo.

"Artlculo 31. Las actuaciones udministaliras en todas las enlidades
públicas se gfecluarán con urreglo a normas de informalidad,
imparcialidad, uniJbrmidud, ecom»nía, celeridad y elicacia,
garantizando la reulizqción oportwn de la función adminislrativa, sin
menoscabo del debido proceso legal, crn objetividad y con apego al
principío de estricla le¿alidu<J ... " (Lo subrayado es nuestro)

Este principio fundamental de derecho recogido en nuestro ordenamiento jurídico, propone
que el mismo, constituye el fundamento en virtud del cual todos los actos administrativos
deben estar sometidos a las leyes; conforme al cual todo ejercicio de un poder público debe
realizarse acorde a la ley vigente y su jurisprudencia. Dicho en otras palabras. el servidor
público sólo puede hacer lo que la ley le permita.
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Al respecto, el jurista colombiano Jaime Santofimio. señala que "...su.fuenle primaria más

importdnte se ubica en el principio de la supremacía constitucional, heredado de las

experiencias revolucionarias y del proceso constitucional norfeamericono. En ese sentido,

tratúndose de cualquier aproximación al análisis de la legalidad en nueslros

ordenamientos, se debe enteruJer, siempre y en lodo lugar, que eslamos no sólo onle el
respeto y acotamienlo de la Ley en sentido estriclo, sino de la totalidad del sistema

normativo a cuya cabeza, según nueslra costumbre instiÍucional, se encuentra la
Conslilución Políticct. " t

Il. De la Constitución Política de Panamá

La Constitución Política de la República de Panamá en su artículo 17. establece que los

derechos y garantías que consagra esta Constitución. deben considerarse como mlnlmos

no excluventes de olros que incidan sobre los derechos fundamentales y la dienidad de la

pq§a@.

A partir de las reformas incorporadas a la constitución Política en el 2004, se introdujo el

derecho a Ia protección de los datos de carácter personal, como un derecho fundamental,

reconociendo el derecho de toda persona a la protección de sus datos personales.

1 Sanrolimio Camboa. Jaimc Orlando. 
.fratado 

dc I)crecho Adminislralivo. 'l'omo ll.4.a. Edición 2007. ljniversidad

Extcrnado de Colombia. pá9.40
2 Denominados como l)crechos Arcos en ¡a l,cyNo. tll de20l9(cli.an. l5)

En ese sentido, el artículo 42 y 43 de nuestra Carta Magna, reconoce como garantías

fundamentales el derecho a acceder a la información personal contenida en bases de datos o

registros públicos o privados, al establecer lo siguiente:

"ARTICIILO 42, Toda persona tiene derecho a acceder a la
información personal contenida en bases de datos o registros públicos
y prtvados, y a requerir su reclificación y prolección, asi como su

supresión, de conformidad con lo previslo en la Ley. Esta información
sólo podrá ser recogida para fines específicos, mediante

consenlimiento de su lilular o por disposición de auloridad
competenle confundamenlo en lct previsb en la Ley

ARTICULO 13. Toda persona tiene derecho a solicitar información
de acceso público o de interés coleclivo que repose en bases de datos

o registos a cargo de senidores públicos o de personas privadas que

preslen servicios públicos, siempre que ese acceso no haya sido

limilado por disposición escrito y por mandato de la Ley, asi como

para exigir su fratamiento leal y rectificación."

De los precitados articulos se despfende que, toda persona tiene derecho no solo a acceder a

su información personal contenida en registros públicos y privados, sino también a requerir

su rectificación y protección, así como su supresión.2 Y que dicha información, solo podrá

ser recogida para fines específicos, mediante consentimiento de su titular o oor disposición

de autoridad competente. con fundamento lo que la ley disponea al respecto.



lII. De los trumentos Jurídicos Intemacionales relacionados con el

reconocimiento del derecho humano a Ia privacidad y a la protección de data§
personalesl

Entre los instrumentos intemacionalesa. más destacados, en materia de protección y

garantía de los derechos humanos, que reconocen el derecho que posee toda persona a la

privacidad y a la protección de sus datos personales. tenemos los siguientes:

La Declaración Universal de Derechos Humanoss y el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos6, los cuales mantienen redacción parecida cuando

establecen que nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada. su

familia. su domicilio o su corespondencia. ni de ataques a su honra o a su

reputación y que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales

injerencias o ataques.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su Artículo I I ' señaló

que "Toda persona tiene derecho al respelo de su honra y ctl reconocimiento de su

digniclutl. Nadie puede ser obieto de injerencias abusivas o arbilrarias en su vida
privatla, su familia, su domicílio tt su correspondencia, ni de alaques ilegales a .su

honra o a su reputación. Toda persona liene derecho a la protección de la ley

contra lules inierencias o esos alnques. "

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su quinto

punto. es igualmente concordante con las anteriores noÍnas. cuando establece que
"Todu personu liene derecho a la prolección de la Ley contro los atuques abusit'tts

a su hr¡nra, a su repulación y a su vida privada y.familiar. "

Como vemos. la materia relativa a los derechos humanos. ha sido consagrada en diversos

instrumenfos jurídicos. Al respecto, la Declaración de viena de 1993. fue vehemente al

establecer que: "Todos los derechos humanos son universales, interdependienles e

inlerrelacionatlos. Lo comunitlad internacional debe lralar (los) globalmente de _fttrma
justa y equilativa. en pie de igualdad y con el misnto éryfasis ".

De allí que, para poder aplicar el principio de convencionalidad. dichos instrumentos hayan

establecido ya los mecanismos de incorporación en los respectivos ordenamientos intemos

de los Estados Parte, como por ejemplo, la Convención Americana sobre los Derechos

Humanos o Pacto de San José de Costa Rica. suscrita en noviembre de 1969 y adoptada

3 Véase el articulo denominado 'lnterés Público y prctecciók de los dalos persoñales con especial referencia o los

Derechos Humanos ' de la Docloru Graciela Romero Sílvera.
. En el contexto americano. ex¡sten difercntes ¡nstrumentos que rigen la protección de datos. tales como la Convención

America¡a sobre Derechos Humanos y ta DcclaJación Americafla de los Derechos y Deberes del Hombre.
s Artículo l2
6 Articulo l7
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Con respecto a la inlormación de acceso público o de interés colectivo. señala que toda
persona podrá solicitarla. exigir su tratamiento o rectificarla. siempre v cuando dicho

acceso no haya sido limitado por disposición escrita v por mandato de la Ley.
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dentro del ordenamiento jurídico panameño mediante la Ley No 15 de 28 de octubre de

1977, que en su artículo 2 estableció lo siguiente:

"Artículo 2. DEBER DE ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO
INTERNO

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el Artículo
L no estuvieren ya garanlizado por disposiciones le¿iislativas o de

otro carácter, los Esludos Partes se comprometen a adoptar. con
arreglo a sus disposiciones conslitucionales y a las disposiciones de
esla Convención, las medidas legislalivas o de otro carácter que

fueren necesarias para hacer e/éctivos lales derechos y libertades".

Al respecto, el Licenciado Alonso lllueca. en la publicación "Criterios jurisprudenciales de

ta Corte lnteramericana de Derechos Humanos sobre control de convencionatidad"T.

indicó entre otras cosas, que:

En el caso de la jurisdicción conlenciosé, el control de la
convencionalidad como elemento lundamental de la jurisprudencia del
sistema inleramericqno de derechos humanos, persigue la adopción de

eslándares mínimos y comunes a todos los Estados del hemisferio.

Este control de la convencionalidad sirve. en palabras sencillas, para
que kts Estados parle de la CADH implemenlen en su derecho interno,

los desarrollos progresivos en materia de derechos humanos que Ia
Corle IDH ha establecido a través de iurisprudencia. Es decir que. si
bien no lodos los Eslados son partes del litigio, la decisión que emana

de la Corte IDH sí los afecta y los obliga, en consecuencia, a adecuar
su derecho interno a la mismu..,"

En ese sentido, es menester conocer lo que en materia de protección del derecho a la vida
privada, ha dispuesto la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

CASO FONTEVEC'('HIA Y D'AMICO VS. ARGENTINA. FONDO,
REPARACIONES Y L'OSTAS. SENTENCIA DE 29 DE NOVIEMBRE
DE 2OI I. SERIE C NO, 238.
"18. Por su porte, el arliculo 11 de la Convención Americana
reconoce que toda persona l¡ene, enlre otros, derecho a la vida
privada y prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en ella,
enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida privada de sus

familias, sus domicilios o sus correspondencias. El ámbito de la
privacidad se caracteri:d por quedar exenlo e inmune a las invasiones
o agresiones abusivas o arbitrqrias por parte de terceros o de la
auloridad pública y comprende, entre olras dimensiones, tomar
decisiones relacionadas con diversas áreas de la propia vida

? httDs://www.Drocuraduria-admon t) . DalwD-content/uD¡oads/202 I / I 2/J urisprudencia-Corte- I D H-Conlrol-
Convenc ionalidad.odl-
3 "I-a Corte lDtl tiene dos tipos dc j urisd icc iones. según la propia CADH; lajurisdicción contenciosa (af.62. CADH) y la
jurisdicción consultiva (art.64. CADII). l,ajurisdicción contenciosa busca garantizar un derccho lcsionado. depende de la
previa aceptación de los Estados (aceptada por Panamá cl 29 dc ltbrero dc 1990) y culmina con un fallo vinculantc y
cjccutabfe. de decidirsc asi." Extracto dcl anicrlo "Criterios jurisprudenciales de la ('orle lnteramericana de Derechos

Hrmanos sobrc control de convencionaliducl del licenciado Rafácl Pércz Jaramillo.
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libremente, lener un espacio de tranquilidad personal, manlener
reservados cierlos uspeclos de la vida privada y controlar la difusión

cle in ión nersonal hacia el bli " (Lo subroyado es nuesto)

IV. De la Lev No. ó de 22 de enero de 2002- " Oue dicta normas nara la
trunsourencia en la gc tión oública. estab ce la acción de Hábeas Dat09v

.liLtu otrus disoosiciones. "to

El artículo I de la Ley No. 6 de 22 de enero de 2002. ha clasificado la información

confidencial, así como la de acceso libre e inlormación de acceso restringido, como sigue:

"Artlculo 1, Para efectos de la aplicación e interpretación de estq Ley,

los sig,uientes térmimts se definen asi:

5. Información ConJidencial, Todo lipo de información en monos

de agentes del Estadc¡ o del cualquier institución pública que

tenga relevancia con respeclo a kx datos médicos y psicológicos

de las personus, la vída intima de k¡s parliculares, incluyendo sus

asuntos familíares, activi<lades maleriales u orientación social, su

hislorial penal y policivo, su corresprtndencia y conversaciones

telefonicas o aquellas munlenidas por cuolquier olro medio

audiovisual o eleclrónico, así como la información contenida en

los repistros índivicluules o exoedientes de r¡ersonal o de recursos

humanos de los litnt lonurt
6. Infomación de acceso libre. Todo tipo de información en manos

de agenles del Estado o de cualquier institución pública que no

lenga restricción.
7. Información de acceso rusttingido. Todo tipo de información

en manos de ogentes del Estado o de cualquier inslilución
pública, cuya divulgación haya sido circunscrila únicamenle a

Ios funcionarios que la deban conocer en razón de sus

atríbuciones, de acuerdo con la ley.

-.. " (El subrayado es nueslro).

Como vemos. la inlormación contenida en los resistros individuales o ex entes de

I o de recur h s de los lu OS ha sido clasificada co

inlbrmación confi dencial oor la Lev No.6 de 2002.

En ese sentido. el Capítulo III. artículo 8 de la misma excerta legal. establece la obligación.

por parte de las instituciones del Estado, de brindar. a cualquier persona que lo requiera.

información sobre el funcionamiento y las actividades que desarrollan. exceDtuando

únicamente las inlbrmaciones de carácter confidencial y de acceso restrinr¡ido.

e Con la relbrma constitucional. se clevó a rango constitucional cl derecho lundamental dc acceso a la información y.

mcdiantc su aniculo 44. introduio la acción de tlabeas l)ata como mecanismo procesal para garantizar a toda persona cstc

dcrecho fundamcntal.
10 !)n la normativa patria. por via de la ratificación dc lratados internacionales. se rcconoce el derecho de acceso a la

inlbrmación. como pañc del dcrccho a la libsnad de expresión. tal como dispone cl artículo 13 dc la Convención

Americana de Derechos llumanos de |969. (Ratificado por Panamá el 22 de junio de 1978 )
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Por su parte. el artículo l3 ibídem. establece el tratamiento de toda información confidencial,
señalando que ésta, no podrá ser divulgada bajo ninguna circunstancia por agentes del Estado.

Veamos:

"Articuk¡ 13. La inÍbrmución delinicla p<¡r la presenle Ley como

c<nlidencial no ser divulr¿ada. baio ninsuna
ucentes del Estado. En cl cast¡ de que la información de carácler
con;fidencial sea parle de procesos judiciales, Ias autoridades
competentes lomarán las provisiones debidas para que dicha
información se mantenga reservada y lengan acceso a ella únicamenle

las parles involucradas en el proceso judicial respectivo. "

Cabe agregar que el Pleno de la Cofe Suprema de Justicia. en sentencia de 9 de febrero de

20221r, señaló en cuanto a la información confidencial. lo siguiente:

En este orden de ideas, se debe adverlir que, conforme a las

normativas que re5¡ulan la materia, el Derecho a la Información no es

absoluto, y es que, el contenido del artícub 13 la Constitución

Política, antes cilado, claramenle limila el acceso a la información
púbtica o de interés coleclivo siempre que ese acceso no haya sido
limitado por disposición escritcr y por mandato de la Ley.

Por su parte, la infitrmación confdencial es definida por el numeral 5

del artículo I de la Ley 6 de 2002 como "hdo tipo de información en

manos de agenles del Estado o de cualquier insl¡lución público que

lenga relevancia con respeclo a los dalos médicos y psicobgicos de

las perxtnas, la vidu íntimu de los parliculares, incluyendo sus asunlos

Jbmiliares, octividades maritales u orientación sexual, su historial
penal y policivo, su correspondencia ¡: conversaciones teleÍónicas o

aquellas mantenidas por cualquier otro medio audiovisual o
eleclrónico, así como la información pertinente a los menores de edad.

Para efectos de esta Ley, también se considera como confidencial la
inÍormación conlenida en los regislnts individuales o expedienles de

personal o de recursos humanos de kts.funcionarirts".

Sobre este tipo de información, el arlículo l3 de la Ley 6 establece que
'la información deJinida por lu presente Ley como conlidencial no

podrá ser divulgada, bajo ninguna circunslancia, por agenles del

Estado,

En el caso de que Ia información de carácler confidencial sea parle de

procesos judiciqles, las auloridades compelenles tomarán las
provisiones debidas para que dicha información se mantenga

reservoda y lengan acceso a ella únícamente las parles involucradas
en e l proce x;.j udici a l re speclivo'.

rr Acción de Hábeas t)ata presentada por cl señor Yersil Nikolas Sánchcz Espino. conlra el Administrador Ceneral de l,a

Autoridad Maritima de Panamá.
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V. Del Decreto de Gabinete No 9 18 de de 2004 " Por el cual l¿t

el ('ódiso de liL'0 v Conducla para los F'uncionarios de la Dirección General
de Aduanas, s lntermediurios Involucrados en la Geslión Pública Aduúneru I'

los Suietos Pasivos de I' Oblirlación Adudnera

Esta normativa disciplinaria fue adoptada por el Consejo de Gabinete, con la finalidad de

establecer un mecanismo disuasivo contra la corrupción de funcionarios y particulares

involucrados en la actividad aduanera. Su proceso disciplinario, consiste en un proceso de

única instancia en el que, quien impone la sanción. es [a máxima autoridad de la
institución.i 2

Ahora bien, en cuanto al Registro de lnfracciones y Sanciones, esta normativa dispuso en

su artículo 25. lo siguiente:

"Artículo 25. Registro de Infracciones y Sanciones. Las sanciones

impuestas por la autoridad competente por infracciones gyaves a los
principios y obligacbnes contenidas en el presente código, se

inscribirán en un Registro denominado lnfracciones y Sanciones. En
dicho registro se anolará:

a) el nombre del Funcionario de Aduanas sancionado:
b) detalle de la infracción cometida:
c) la sanción impuesta:
d) fecha y nú,rnero de la resolucíón o acto administrativo que

dispone la sanción.

Parágrafo Único: La administracirjn de dicho registro estará a carSo

de la Aduano ¡, será de libre acceso para caalquier persona o entidad
inleresada." (Lo resahado es nueslro)

Dos (2) son los aspectos de impofancia que se desprenden del artículo transcrito:

l. El registro de infracciones y sanciones contiene una serie de datos que guardan

relación con el nombre del luncionario sancionado' el detalle de la infracción

cometida, la sanción impuesta. así como la lecha y número de resolución o acto

administrativo que dispone la sanción.

2. El registro será de libre acceso para cualquier persona o entidad interesada

VI. De la Resolución No.97 de 22 de noviembre de 20'10 . " Por la cuaI se udoota el
Rct¿umento Interno de la Autoridad de Aduanas"t3

12 Flstudio rcalizado por Ia Procuraduria dc la Administración. como sc desprende de la nota C-158-20. elaborada a

propósito dc la consulta realizada por la Autoridad Nacional dc Aduanas mediante nota No.558-2020.4N4-OAL-DG de

19 dc novicmbre dc 2020. relacionada con la autoridad competenle pam rcsolver y atender un recurso de apclación o de

hecho presentado ante ta Dirccción Ge¡eral dc Aduanas. producto dc la no admisión de recursos de apelación por parte

del Comité [)¡sciplinario.
13 Con respecto a su campo de aplicación. indica cstar dirigida" según su aliculo 6- a lodo aquel que acepte descmpeña¡ u¡
cargo cn la entidad. por nombramiento o por contratación, quien quedará sujeto al cumplimiento dc las disposiciones y

procedimientos establecidos en este Reglamento lnlcmo. con excepc¡ón de aquellas personas contratadas por servicios

profssionales quc no son considemdas servidorcs públicos por mandato exprcso del contrato-
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Esta Resolución nace a la vida juridica a fin de establecer los trámites de acciones de

recursos humanosla y en especial. de los derechos" deberes y responsabilidades de los

servidores públicos, procurando con ello, la buena marcha de la Autoridad Nacional de

Aduanas.

En su capítulo Vll, denominado "Confidencialidad", se dispuso mediante los articulos 33 y

34 lo siguiente:

''Attículo 33. DE LA CONFIDENCIALIDAD. Serán considerudos

confitlenciale s los inlbrmes que re archivos oue estén

relaciorutdos con los servidores públicos, os resullados
ac t i v i dad e s ins I it ucionales v demás documenbs similqres de orden

hasta tanto su divulcación see aulorizada

Para los efeclos del presente arlículo, se considera que un dato

confdencial ha sido divulgado cuando el mismo llega a conocimiento

de olra u otras personas no dutorizadas para conocerlo, mediante

intenckin, descuido o negligencia por parte de los semidores públicos

responsables de su cuslodia.

Artícuto 34. DE LA SOLICITUD DE DATOS Ningún senidor
público puede soliciter dalos o infonnaciones conJidenciales que no

sean de su compelencia, u nombre de la unidad adminislrativa donde

labora. sin la auktrización previa de su superior inmedialo

Cuando se soliciten certiJicaciones o constancia de dalos o

información que reposen en los archivos de la Autoridad Nacional de

Aduanas, los mismos serán expedidos por el semidor público
responsable." (Lo subrayado es nuestro)

De los referidos artículos, se desprenden dos (2) aspectos de importancia, a saber:

Los informes que reposen en los archivos que estén relacionados con los servidores

públicos, así como los resultados de las actividades institucionales y demás

documentos similares de orden intemo. serían considerados como confidenciales

hasta tanto su divulsación luera autorizada.

2. Ningún servidor público puede solicitar datos o informaciones confidenciales que

no sean de su competencia. a nombre de la unidad administrativa en que labore, sin

la autorización previa de su superior inmediato.

1{ Medianle nota C-136-20, csta Procuraduria indicó que. e¡ cl evento dc quc sc presentara una queia administrativa en

contra dc un funcionario público aduanero. se le aplicarían las normativas dcl Decreto de Gabinete No. 29 de I8 de agosk)

de 2004 y las del Reglamento lnremo de la 
^utor¡dad 

Nacional de Aduanas más. si el servidor público es dc Carrera

4dU4!§Ig. esraria sujero al régimen disciplina¡io establecido en el Decreto l-ey No. I de ll dc fcb¡ero de 2008- "Que creo

la Autori¡Iad liacional de Aduanas y dicto dispos¡c¡oñes concerkiente al régimen aduanero y al Decreto Ejecut¡vo No-

47 de 25 de jun io de 2009. " Por el cual se reglanenta el Titülo XII' del Decre¡o Le), No. I de I 3 de febrero de 2008, que

creó lo Carrera :lduanera . en tos casos contemplados cn estc Decreto Eieculivo. mismo que establece que. entre los

dcrechos del personal dcl scrvicio aduanero, cstá el Go:ar de conJidencialidad en las den ncias de lerceros relalívas al
in. umplimie nto de I r¿ gime n d¡sc¡pl i nor i o.
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vtt. De la Lev No.8l de 26 de marzo de 2019. "Sobre Protección de Dalos
Perx¡nules "

Con la promulgación de la Ley No.8l de 26 de marzo de 2019. "Sobre Protección de Datos

Personales", se adoptó una norrnativa de carácter general. con el objeto de establecer los
principios, derechos. obligaciones y procedimientos que regulan la protección de datos

personales. considerando su interrelación con la vida privada y demás derechos y libertades

fundamentales de los ciudadanos, por parte de las personas naturales o jurídicas. de derecho

público o privado, lucrativas o no. que traten datos personales en los términos en ella
previstos. l5

Por su parte. el artículo 25 contenido en el capítulo lll denominado "Utilización de Dotos
P er s onale s ", dispone lo siguiente:

"Artículo 25. Los responsables del lralamiento de dalos solo podrán
n'anslerir informacüin sobre eslos cuando cuenlen con el
consentimienlo previo, in;fbrmado e inequívoco del titular, salvo las
excepciones establecidas en esta Ley o en las leyes especiales. "

Se percibe del artículo citado. que los responsables del tratamiento de datos, sólo podr¿i¡r

transferir infb ación sohre eslos cuando cuen lconsentimientoten con e nrevto

informado e inCduívoco del titular salvo las excepciones instituidas en la Ley No.8l de

2019 o en leyes especiales.

En este orden de ideas, debemos destacar que específicamente en materia de los datos

personales contenidos en procesos disciplinarios. el artículo 30 de la referida Ley No.8l de

2019, estableció lo siguiente:

Se exceptúan los casos en que esa información les sea solicilada pr
los tribunales de juslicia compelenles u otros organismos públicos
dentro del ámbito de su compelencia, que deberán gtmrdar respeclo de
ella Ia debida reserva o confidencialidad y les será aplicable lo
dispuesto en los artícukts I I y 20. '

De lo anterior. se desprende que las entidades públicas que sometan a tratamiento datos
personales relativos. entre otros aspectos. infracciones administrativas o faltas
disciplinarias no podrán comunicarlos, una vez prescrita la acción penal o

administrativa o cumplida o prescrita la sanción o la pena, salvo autorización expresa
por el titular del dato.

'cti. 
^niculo 

I

"Artículo 30. Las entidades públicas que somelan a lralamiento datos
personales relativos a condenas por delitos, infracciones
administrativas o faltas disciolinarias no podrán comunicarlos. una
vez prescrilo Ia acción penql o adminislraliva o cumplida o prescrila
la sanción o la pena. sulvo autorizoción expresa por el lilular del dalo.
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Resulta necesario hacer un breve análisis de los conceptos de "Jerarquía Normativa y
Pirámide de Kelsen".

Según el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico. se define a la ierarquía normativa

como el "Principio que determina lu superioridad de rango de unas normos sobre olras y
lu consiguienle aplicac'ión de la rutrma superior" .

Por su parte. desde la doctrina positivista. la Pirámide d Kelsen r6. es ".../a represenlatción

gráJica del sistema jurídico metliante una pirámide segmentada en diversos eslrolos o'iireles, 
reprerertoi,lo ,no relación verlicol entre las distinlas normas jurídicastl; de

modo que. las normas de rango inferior no pueden contradecir ni vulnerar lo establecido

por una nonna de rango suoerior, lo que permite establecer el orden de aplicabilidad de las

mismas.

En este orden de ideas, debemos destacar que esta Procuraduría en consultas anterioreslE.

ha destacado [o expresado por la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral

de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 29 de septiembre de 2014. respecto a la
jerarquía de las normas juridicas, de la siguiente manera:

(...)

En esle aparte es de importanciü hacer alusión al tema de Ia
jerarquía de las normas jurídicqs en la República de Panamá, Ia cual
se encuentra señalada en el artículo 35 de la Ley N" 38 de 31 de julio
de 2000, el cual es del siguienle lenor:

'Artículo 35. En los decisiones ! demás actos que proJieran o

adopten las enlidades públicas, el o¡den ierúrquico de las
rlisposiciones que deben ser aplicadas §efli: la Constitución
Polilica, Ias leyes o {lecrelos con valor de ley y los reglamenlos.

En el ámbito municipal, el <¡rden de prittridad de las

disposiciones jurídicas será: la Constilución Política, las leyes,

decretos leyes, los decretos de gabinete, los decrelos eiecutivos,

las resoluciones de gabinete, los acuerdos municipales y los

decretos alcaldicios.

A nivel de las junlas comunales y las iunlas locales debe

aplicarse el s¡guienle orden ierárquico: la Constitución
Política, las leyes, decretos leyes, decrek» de Gabinete, los

decretos ejeculivos, las res<¡luciones de gabinete, los acuerdos

municipoles, decrelos alcaldicios y los reglamenlos que diclen
las junlas comunales. '

iramidc-dc-kul

Igualmente, señala la citada sentencia que

r6 Concepto de unajerarqula normativa- que cxpone la existencia dc un orden jurídico

13 Clr. C-014-22 dc 2 de tlbrcro de 2022 y C-123-22 dc 2l dejul¡o dc 2022

VIII. Sobre la ierarquía de las normas.
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Sobre esla lemática, los renombrados juristas Merlk y
Kelsen, nos indican que el vértice en la denominación asi¿yado
q lu ierarquia de lus normus t¡osilivas en vigencia lo tiene, en

la L'onsti de ella las L
aunoue dento de las mismas oueoa alcuna

rioridad en -tales como el
cuenlan con aplicución seneral como suDlelorios de normas

lesales afines: lueso los Replamentos -del Poder Eiecutivo o

.ludicial- v cretos del Poder Eieculivo desnués las

ordenanzas munici,pales v las resoluciones m¡nisleriales: v. DOr

cqrácler

El jurista panameño Edgardo Molino Mola, en su obra
"La Jurisdicción C'onstitucbnal en Panamá en un Estudio de

Derecho Comparado" (ler. Ed. Edit. Dike. Colombia, 1998.

Pág. I 10), basado en la jerarquía de las normas, señala que:

'...la pirámitle del ordcnum ie nk¡ .iuriclico panameño es lu
siguiente: l. Lo Conslitución, 2. Los Trutados o
convenios internscionules, 3. Las leyes formales-
decrclos leles-decrelos de gabinete. Decrulos de
gahinete sobre aranceles .r ,as¿.§ aduaneras -
jurisprudencio obliguforia, 4, Reglomenbs
constilucionales, 5. Decrelos ejeculivos-decrclos de

gobinete -resoluciones de gobinele-estolutos
rcglamenlarios ordinurios-reglomentos autónomos.
Acue¡dos del Organos del Estotlo-acuetdos de

insfifuciones aulónomos-rcsueltos ministerisles'
¡ev¡luciones generdles, 6. Acuerdos municipales-
decrctos alcaltlicios-reglamentos alcoldicios, 7.

Decisiones udministrotivas-senlencios jutliciales-
corrtralos-dctos de aututidad-ó enes-laudos arbílrales
y 8. La doctrina conslilucional-reglas generales de

derecho. Costumhre conforme a h morol crisliana.'

(...) " (Lo resallado y subrayado es nuestro)

Del citado pronunciamiento judicial, se infiere que las normas que fornan parte del

ordenamiento jurídico panameño, componen un sistema jurídico basado en el principio de
jerarquía de las normas jurídicas; por Io tanto, aquellas normas de rango inferior. no pueden

contrariar o rebasar lo establecido en las normas de rango superior, al estar supeditadas a

éstas.

IX. Conclusiones

l. Todo ejercicio de un poder público debe realiza¡se acorde a la ley vigente y su

.iurisprudencia; por lo tanto.
Dermita.

el servidor público sólo puede hacer lo que la lev le
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2. Tanto el Decreto de Gabinete No.29 de 2004. como [a Resolución No.97 de 2010,
por encontrarse plenamente vigentes y ser parte de nuestro ordenamiento positivo,
gozan de presunción de legalidadle. sin embargo, el artículo 2 de la Convención
Americana de Derechos Humanos, obliga a los Estados Partes a adoptar, con aneglo
a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de dicha Convención,
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos
los derechos y libertades protegidos por la misma Convención.

3. La información contenida en los registros individuales o expedientes de personal o

de recursos humanos de los funcionarios, ha sido previamente clasificada como
información confidencial por la Ley No.ó de 2002.

4. La Ley No.8l de 26 de marzo de 2019, establece los principios, derechos,
obligaciones y procedimientos que regulan la protección de datos personales; por lo
tanto los responsables del tratamiento de datos, sólo podrán transferir información
sobre estos, cuando cuenten con el consentimiento, previo, informado e inequívoco
del titular o cuando dicha información. les sea solicitada por los tribunales de
justicia competentes u otros organismos públicos denlro del ámbito de su

competencia.

5. Las normas que forman parte del ordenamiento jurídico panameño. componen un
sistema jurídico basado en el principio de jerarquía de las normas: por lo tanto,
aquellas normas de rango inferior, no pueden contrariar o retrasar lo
establecido en las normas de rango superior al estar supeditadas a éstas, es por
ello que la obligación o no por parte del Comité Disciplinario y/o Ia Oficina
Institucional de Recursos Humanos de la Autoridad Nacional de Aduanas. de
compartir información relacionada a los procesos disciplinarios que se adelantan en
dicha Autoridad. deberá estar sujeta a este principio.

Esperamos de esta manera haberle orientado objetivamente sobre su interrogante.
reiterándole igualmente que la orientación vertida por este Despacho, no reviste carácter
vinculante.

Atentamente.
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